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Santa Marta, veintinueve (29) de noviembre de Dos mil D¡ec¡séis (2016)

Señores Dr: JOSE RAFAEL SCOPETA OROZCO
Dirección Calle B No.7 -29 Santa Marta - Magdalena

El suscrito Profesronal Universitario de la Oficina Jurídica de la Contraloría General del
Departamenlo del Magdalena, notifica por aviso al señor JOSE RAFAEL SCOPETA OROZCO
identificado con Cédula de Ciudadania 7.482.956. de la RESOLUCIÓN No 343 DE 2016. de
fecha tres (03) de Agosto de dos mil dieciséis (2016), "Por la cual se resuelve el Proceso
Admrnrstrativo Sancronatorio Fiscal No.343", en aplicación del artículo 69 de Ia ley 1437 de 2O11
mediante la cual se establece que: "Sr no pudiere hacerse la notificación personal al cabo de crnco
(5) días del envio de la c¡tación, esta se hará por medio de av¡so rem¡t¡endo a la direccrón al
número de fax o al correo electrónico que figure en el expediente o pueda obtenerse del reg¡stro
mercanlil, acompañado de copia íntegra del acto administrat¡vo".

El señor JOSE RAFAEL SCOPETA OROZCO, fue citado para la not¡frcación personal de la
menc¡onada RESOLUCION, mediante comunicación, para comparecer a notlf¡carse, por lo que se
d¡o apl¡cación a lo establecido en el arliculo 68 de la Ley 1437 de 2011 "Citacrones para
notificación personal", porque el operador de correo, certificaba el recibo de la correspondencra

De ¡gual forma, se procede a publicar en la página electrónica, asi como en un lugar de acceso al
públ¡co de la respectiva entidad por el término de cinco (5) dias, con la advertencia de que la
notificación se cons¡dera surtrda al finalizar el dia siguiente al retiro del aviso. Se le manifiesta que
contra el presenle no procede ningún recurso

El presente aviso se ft¡a el 29 de noviembre dq201 por el término de cinco (5) dias hábiles

Farma de Responsable de la Filación

El presente aviso se desfrja el 07 de diciembre de 2016

Firma de Responsable de la desfi¡ación
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,POR LA CUAL SE DECLARA LA CADUCIDAD DE LA POTESTAD
SANCIONATORIA DE LA CONTRALORIA GENERAL DEL DEPARTAMENTO
DEL MAGDALENA YSE ORDENA EL ARCHIVO DEFINITIVO DEL PROCESO

ADMINISTRATIVO SANCIONATORTO FISCAL No. 343'

Proceso Sancionatorio Fiscal: 343
Entidad: AlcaldÍa municipal de Salamina, Magdalena
Presunto lmplicado: JOSE RAFAEL SCOPETA OROZCO
Gargo: Alcalde

EL JEFE DE LA OFICINA JURIDICA, en uso de las facultades otorgadas
Resolución No. CON '100-22-212 del 02 de julio de 2015, y en especial las
contenidas en el Artículo 101 de la Ley 42 de 1993, artículos 47 a 52 de la Ley 1437
de 2011 (Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso
Administrativo), procede a proferir RESOLUC¡ON DECLARANDO LA
CADUCIDAD DE LA POTESTAD SANCIONATORIA DE LA CONTRALORIA
GENERAL DEL DEPARTAMENTO DEL MAGDALENA Y SE ORDENA EL
ARCHIVO DEFINITIVO, dando por terminado el Proceso Administrativo
Sancionatorio Fiscal No. 343 seguido contra el señor JOSE RAFAEL SCOPETA
oRozco.

ANTECEDENTES

Mediante oficio No. OCOFI-300.82 de fecha 22 de agosto de2012, se traslada a la
Oficina Jurídica, un Hallazgo Administrativo Sancionatorio de la ALCALDIA
MUNICIPAL OE SAIáMINA- MAGDALENA correspondiente a la deficiencias en el
proceso de auditoria regular, considerándose q ue'. " En el proceso de rendición de
c.ue4tas antg la Contralgri? del Maad4en,a gus con.tieqe e! ng Qabe.r reoortqdg
el informe del sequndo trimestre de la Deuda Pública vigencia fiscal 2012, a
través de la plataforma estratésica de la Contraloría General del Departamento
del lena es blecida ra tal fin de dominada SIA la cual
Dresentar hasta el día 10 de iulio de 2012, incumoliendo el articulo 19 de la
Resolución No.026 de 30 de e?elo de 2012 disponen que se podrá aplicar
sancrones a quienes no rindan la información en la forma v contenido exisidos
por la Contraloría."

ACTUACIÓN PROCESAL

Como consecuencia de lo anterior, el Contralor Auxiliar para las lnvestigaciones
consideró pertinente la iniciación de un Proceso Administrativo Sancionatorio Fiscal
en contra del Representante Legal de la ALCALDIA DE SALAMINA- MAGDALENA,
señor JOSE RAFAEL SCOPETA OROZCO, identificado con la cédula de ciudadanía
No.7.482.956, mediante Auto de Apertura No.264 de fecha 28 de enero de 2013.

Seguidamente a la expedición del Auto, se adelantaron las diligencias del caso a fin
de comunicar su contenido al implicado, por lo que se le envió citación para
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not¡f¡cac¡ón por aviso mediante of¡c¡o de fecha el dia 11 de mazo de 2013 con guía
RN002797698CO.

El señor JOSE RAFAEL SCOPETA OROZCO, en su condición de investigado no
compareció con el f¡n de ser notificado personalmente del Auto de Apertura del
Presente Proceso; no obstante, lo anterior, el implicado mediante oficio de fecha 12

de abril de 2013 d¡rigido al Doctor LUIS ALBERTO RINCON GARCIA quien fungió
como Contralor Auxiliar para las lnvestigaciones, presenta explicaciones con el
objeto de desvirtuar las supuestas irregularidades o falenc¡as establecidas en el
proceso auditor, por esta razón, se entiende que su notificación fue por conducta
concluyente con base en lo establecido en el artÍculo 72 del C.P.A.C.A.

En cumplimiento a lo establecido en el articulo 10 de la Resolución No 212 de 02 de
julio de 2015, se entiende concedido el término de quince (15) días hábiles al
implicado para rendir sus explicaciones, solicitar o aportar pruebas y hacer valer su
derecho de defensa y contradicción.

ESCRITO DE DESCARGOS

Afolio 37 a 39 del cuaderno principal, se evidencian los descargos presentados por

el presunto implicado, los cuales se sintetizan así:

"(...) No es cietto como lo afirma el auditor en el auto refeido que la ¡nformac¡Ón
conespondiente at primero y segundo trimestre de la deuda pÚblica no se rind¡ó

opoñunamente; siendo fecha de envió 10 de abril y 10 de iulio, lo cual lo nos permitimos
desviñuar con la información que se apoña. (...)

Et mun¡cip¡o de Salamina ha cumpl¡do con el cronograma establecido en el articulo 19 de
la Resolución 026 de 30 de septiembre de 2012, en cuanto que la informac¡ón rendida fue
opoduna, desviiuando an esta información el hallazgo contenido en el auto 264 del 28 de
enero de 2013, sin que se d¡scr¡m¡nara cuales fueron las norma infringidas de alcance
const¡tucional, legal reglamentaria contraviniendo el pincipio constitucional establec¡do en
el añiculo 6 de la const¡tuc¡ón polít¡ca de Colombia.:
(...r.

ACERVO PROBATORIO

El hallazgo trasladado por la Contraloría Auxiliar para el Control Fiscal
mediante oficio No.OCOFI-300.82 de fecha 22 de agosto de 2012 y sus
respectivos anexos:
Hallazgo Administrativo con lncidencia Sancionatoria (fI.2 a5).
Auto de Apertura del Proceso Administrativo Sancionatorio Fiscal No. 343.
(4.25 a 31).
Descargos presentados por el Doctor RUTHBER ESCORCIA CABALLERO.
(fr.37-39)

CONSIDERACIONES

Sea lo primero advert¡r que la facultad qye atribuye el ordenamiento legal a los
contralores para imponer sancio es, tiene como finalidad facilitar el ejercicio del
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control fiscal y apremiar a los sujetos de conhol para el correcto y oportuno
cumplimiento de sus obligaciones fiscales.

La Ley 42 de 1993, a través de la cual se exp¡den las normas relacionadas con la
organ¡zación del sistema de control fiscal, en los artículos 99 a 104 estableció la
potestad de los Contralores de imponer sanciones pecun¡arias directamente a los
servidores públicos y particulares que manejen fondos o bienes del Estado, hasta
por el valor de c¡nco (5) salarios devengados, cuando incurran en alguna de las
siguientes conductas que a criterio del Contralor constituyan mérito suficiente para
imponer sanción:

1 . No comparezcan a las citaciones que en forma escrita les hagan las
contralorías.

2. No rindan las cuentas e informes exigidos o no lo hagan en la forma y
oportunidad establecidos por ellas.

3. Cuando lncurrirán reiteradamente en errores u omitan la presentiación de
cuentas e informes.

4. Cuando se les determinen glosas de forma en la revisión de sus cuentas.
5. Cuando de cualquier manera entorpezcan o impidan el cabal cumplimiento

de las funciones asignadas a las contralorías o no les suministren
oportunamente las ¡nformac¡ones solicitadas.

6. Cuando teniendo bajo su responsabilidad asegurar fondos, valores o bienes
no lo hicieren oportunamente o en la cuantía requerida.

7. Cuando no adelanten las acciones tendientes a subsanar las deficiencias
señaladas por las contralorías.

8. Cuando no cumplan con las obligaciones fiscales.

No obstante, el despacho estud¡ará la viabilidad de declarar la caducidad de la
potestad sancionatoria de la Contraloría General del Departamento del Magdalena
en este caso. Si hay lugar a ello, se abstendrá de pronunciarsey realizar la respetiva
sustentación de los cargos, sobre el hallazgo formulado por la Contraloría Auxiliar
para el Control Fiscal.

Al respecto, es necesario hacer un estudio recordando el criterio del Honorable
Consejo de Estado en punto al camino a seguir dependiendo del momento procesal
en el cual se presenta la caducidad de la facultad de la potestad sancionatoria del
Estado.

Al respecto el CONSEJO DE ESTADO - SALA DE CONSULTA Y SERVICIO CIVIL
- Consejero ponente: ENRIQUE JOSE ARBOLEDA PERDOMO - Bogotá D. C.,
veinticinco (25) de mayo de dos mil cinco (2005) - Radicación número: 1632, hizo
una dilucidación sobre el tema, manifestando lo siguiente:

"4. ACTUACIONES QUE SE DEBEN SURTIR EN EL TERMINO DE CADUCIDAD.

La Sala registra que existe un debate jur¡sprudencial sobre s¡ dentro del término de caduc¡dad
de la facultad sanc¡onadora del Estado, además de expedirse el acto sancionator¡o, debe
surtirse la vía gubernat¡va, debate que ha dado lugar a tres posiciones jurídicas, claramente
diferenciadas.

Elaborado por: llanuel Esrros llejta
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4.T. LA LíNEA JURISPRUDENCIAL TRAZADA POR EL CONSEJO DE ESTADO.

Dentro deltérmino de caducidad de la facultad sancionatoria del Estado, contenida en el artículo
38 del C.C.A, debe exped¡rse ún¡camente el acto adm¡nistrat¡vo sanc¡onador s¡n que sea
necesario su notificación y el agotamiento de la vía gubemativa.T Los argumentos jurídicos que
sustentan esta tes¡s, en resumen, son los sigu¡entes:

. La notifcación no es un elemento estructural del acto administraüvo sanc¡onador.

. Dentro del tém¡no de caducidad debe ún¡camente exp€dirse el acto que refleje la
voluntad de la adm¡n¡strac¡ón.

. No se requ¡ere que el acto quede en firme dentro del término señalado en el artículo 38
del C.C.A.

. Los recursos son mecanismos de protección jurídica de los administrados.

. La renuencia a recib¡r la notificación no puede reportar benef¡c¡os a la persona renuente.
Basta la citación para ¡nterrump¡r la caducidad.

La segunda pos¡ción, contenida en recientes y re¡terados pronunciamientos de esta
Corporación,8 considera válido el ejercicio de la acción sancionadora con la expedición y
not¡ficación del acto principal dentro del término de caducidad de la m¡sma, s¡n que sea
necesar¡o que dentro del término f¡jado en el articulo 38 del C.C.A. se agote la vía gubemat¡va.
Dicha tes¡s se fundamenta en los siguientes argumentos:

La caducidad del artículo 38 C.C.A. se ev¡ta con la producción y notificación del acto
administrativo.
No puede aceptarse que la imposición de la sanción se surta con la sola expedición del
acto. Para que el acto produzca efectos deb€ not¡ficarse oportunamente dentro del
mismo plazo de tres (3) años señalado en el artículo 38 C.C.A
Una cosa es la actuación administrat¡va que culmina con la notiftcación del acto ¡n¡c¡al y
otra la vía gubernativa orientada a producir un nuevo pronunc¡am¡ento, a través de los
recursos consagrados como mecanismo de protección jurídica.
S¡endo la ¡nterposición de los recursos una circunstanc¡a que depende enteramente de
la voluntad del administrado, qu¡en, a su arbitrio, decide s¡ debe acometerla o no, lo que
debe exigírsele a la administración es únicamente que resuelva la s¡tuación del
investigado y notifique su dec¡s¡ón dentro del término de caducidad, s¡n que se requiera
la f¡rmeza y ejecutor¡a de ese acto. Asf lo ha venido ¡nterpretando la sección 4á desde
1994.
Al dar respuesta a los recursos, lo que hace la autor¡dad, es revisar una actuac¡ón
def¡n¡t¡va en la que pudo haber omis¡ones o excesos, errores de hecho o de derecho,
que tiene la pos¡bilidad de enmendar, pero s¡n que pueda decirse que sólo en ese
momento está ejerciendo la potestad sancionadora.
La vía gubemat¡va, si bien forma parte del procedimiento administrat¡vo, es una etapa
poster¡or a la actuación administrativa y consütuye un mecanismo de control de legal¡dad
del acto. Se in¡c¡a una vez conclu¡da ésta, con la ¡nterpos¡c¡ón de los recursos.

4.I.3. TERCERA POSICION

El acto adm¡nistrativo que refleje la voluntad de la admin¡strac¡ón respecto del procedimiento
sanc¡onator¡o adelantado, debe ejecutoriarse dentro del térm¡no de caducidad previsto en el

4.1.2. SEGUNDA POSICION.
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artículo 38 del C.C.A.9 En los fallos de esta Corporación en los que se ha sustentado esta
posición, se han dado las sigu¡entes razones jurfdicas:

La obl¡gación del ente sancionador cons¡ste en producir el acto admin¡strat¡vo
ejecutoriado dentro del lapso establec¡do por la ley para ejercer la act¡vidad
sancionator¡a.
Mientras la sanc¡ón no se halle en firme lo que ex¡ste es el trám¡te del proceso
sancionatorio.
Debe produc¡rse el trámite completo para la ejecutoria de la decisión que comprende la
not¡f¡cac¡ón del acto que pone fin a la actuac¡ón admin¡strat¡va y las dec¡s¡ones ulter¡ores
parE¡ que el acto quede en firme.

La pos¡c¡ón mayor¡tar¡a de la Sala Contenc¡oso Adm¡n¡strat¡va de esta Corporac¡ón, desde ,l994,

se ha orientado a acoger la tes¡s ¡ntermedia al analizar la caducidad de la facultad sanc¡onadora
de las diferentes super¡ntendencias; (Salud, Bancaria, Valores, etc), así como en los regímenes
camb¡ar¡o, urbanistico, contravencional y concretamente en cuanto a la ¡nterpretac¡ón del
artículo 38 del C.C.A. La Sala se aparta de d¡cha tes¡s, con fundamento en los argumentos de
orden constitucional y legal que a continuación se exponen.

4.2. CONCEPTO DE LA SALA DE CONSULTA Y SERVICIO CIVIL

El régimen sanc¡onador, como expres¡ón del poder punit¡vo del Estado, encuentra fundamento
constitucional en los artículos 29 y 209 Superior, que d¡sponen la apl¡cac¡ón a toda clase de
actuac¡ones admin¡strativas, del "debido proceso", en virtud del cual 'Nadie podá *r juzgado
sino anforme a leyes preexisfenles al acto que se le imputa, ante juez o tribunal competente y
con observancia de la plenitud de las fomas p¡op¡as de cada ju¡c¡o'; y, el desarrollo de la función
administrativa, conforme a los princip¡os de ¡gualdad, moral¡dad, ef¡cacia, economía, celeridad,
¡mparc¡alidad y publicidad.

Estos principios, así como el deb¡do proceso, son aplicables a las diferentes modal¡dades de
regímenes sancionatorios adm¡nistrat¡vos, tales el fiscal, tr¡butario, cambiario, financiero,
disciplinario, contravencional, etc., como lo ha destacado de manera reiterada la Corte
Constitucional, al señalar:

'Así ha de tomarse en cuenta que el universo del derecho sancionador no se limita al de¿P,cho

d¡sc¡plinario y al derecho penal a los que generalmente se hace rcferencia. Como lo ha señalado
la ¡uisprudenc¡a1o, este derecho es una d¡sciplina completa que recubrc diferentes regfmenes
sancionatoios con cancterísticas especi,icas, perc: sometidos todos a unos pincipios de
contiguración c/aros desf,nados a proteger las garantías const¡tucionales ligadas al debido
prcceso."

En otra providencia anotó

'Esfos pnncrpios comunes a todos los procedimientos que evidenc¡an el ius puniendidel Estado
¿legalidad, tipicidad, prescipc¡ón, culpabil¡dad, proporcional¡dad, non bis ¡n idem, resultan
aplicables a ,os diferenfes regímenes sanc¡onatorios establecidos ¿penal, d¡scipl¡nario, fiscal,
civil, administrativo no disciplinari}, o que se establezcan por el legislador pan prcteger los
diferentes bienes jurídicos ligados al cumplimiento de los f¡nes del Estado y el e¡ercic¡o de las
f u ncione s p úbl ica s" C-23Y02.

Comparando la actividad sanc¡onadora en lo adm¡nistrativo con el proceso penal, la
jurisprudencia señala que son expres¡ones de la facultad pun¡t¡va del Estado y aunque persiguen
f¡nes d¡ferentes, como el adecuado func¡onam¡ento de la administración pública y el
restablecimiento del orden soc¡al, en ambos casos deben respetarse las garantías del debido
proqeso: En este sentido expresa.' ,1

Elabo¡ado pot: llanuel Barros Lit. 
l^lr2q/, 
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'El Constituyente colomb¡ano h¡zo extens¡vo el derccho al debido proceso a toda clase de
actuac¡ones judiciales y administrativas (CP 29). Las garantías mínimas del debido prcceso
penal son aplicables, con algunas atenuaciones, a las actuac¡ones adm¡n¡stñtivas
sancionatoias. En materia sancionatoria de la adm¡nistnción, la estimación de los hechos y la
interyretación de las nomas son expres¡ón dirccta de la potestad punitiva del E§ado, cuyo
ejercicio legitimo debe su¡etarse a los princ¡pios m¡n¡mos esraó/ecidos en garantía del inteés
p(tblico y de los ciudadanos, entre ellos, los pincip¡os de legal¡dad, imparc¡alidad y publicidad,
la proscripción de la responsabilidad objetiva ¿nulla pena sine culpa-, la presunc¡ón de
¡nocencia, las reglas de la carga de la prueba, el derecho de defensa, la libeftad prcbatoia, el
derecho a no declarar contra sí mismo, el derecho de contradicción, la prchib¡ción del non bis
¡n idem y de la analogía in malam parlem, entre otras.'T 14ú93.

Dentro de las garantías const¡tuc¡onales del debido proc,eso sanc¡onatorio, cobran especial
¡mportanc¡a los principios de igualdad, celer¡dad y caduc¡dad de la acc¡ón, que imponen a la
administración el deber de acluar d¡l¡gentemente y preservar las garantías de quienes se
encuentren somet¡dos a investigación.

La caducidad, t¡ene por objeto f¡jar un límite en el t¡empo para el ejercicio de ciertas acciones,
en protección de la seguridad jurídica y el ¡nterés general, pues, la exp¡ración del plazo fijado
en la ley da lugar al fenec¡miento del derecho de acción.

Entonces, si respecto del ciudadano, la inactividad para reclamar del Estado detem¡nado
derecho, trae como ¡nexorable consecuenc¡a la exit¡nc¡ón de la acc¡ón, de igual manera la
administración dentro del término legal, debe ejercer la acción sanc¡onadora tendiente a
demostrar la responsabilidad del administrado mediante una decisión en f¡rme, so pena de
ext¡ngu¡rse el derecho a ¡mponer la sanc¡ón.

Como lo señala la doctr¡na, 'En a,^as de la seguddad jur¡dica el Estado tiene un lim¡te para
ejercer el ius puniend¡, fuen del cual las autoridades públ¡cas no pueden in¡cialo o proseguirlo,
pues, de lo contnrio, incunen en falta de competencia por razón del tiempo y violación del
añiculo 121 de la Caña Política alejercerfunciones que ya no le están adscritas por venc¡miento
de términoñ1.

S¡ se entend¡era que la ¡nterupc¡ón de la caducidad ocurre por la actuación d¡screc¡onal de la
administración, dictando en unos casos la resolución con la sanción, mientras que en otros
agota las etapas de la vía gubernaüva, se vulnerarían los principios de celeridad e igualdad al
prolongar, a su arb¡tr¡o, la s¡tuac¡ón jurídica del ¡nvestigado. Se desconocería, tamb¡én, la
garantía de la caducidad, en virtud de la cual 'los pañ¡culares no pueden quedar sujetos de
manen indefinida a la puesta en ma¡cha de los instrumenlos sanclonatonos" (C-233/02).

Precisamente la Corte Const¡tucional declaró inexequible la disposición de la ley 200 de 1.995
-parágrafo 1o., art.34-, que ampliaba el término de prescr¡pción en se¡s meses más, en los
casos en que no se hubiera not¡ficado el fallo de primera instanc¡a, por configurar una clara
v¡olación a los artículos 29 y l3 de la Carta. Señaló que el fenómeno de la caducidad,

'... tiene operancia en materia disciplinaia, cuando la Administración o la Prccuraduría Genenl
de la Nación, dejan vencer el plazo señalado por el leg¡slador, -5 años-, sin haber adelantado y
concluido el prcceso rcspectivo, con decisión de méito. El vencimiento de dicho lapso
implica para d¡chas entidades la pérdida de la potestad de imponer sancioaes, es deci4
que una vez cumplido dicho periodo sin que se haya díctado y ejecutortado la providencia
que le ponga f,n a la actuación disciplinaria, no se podrá ejercitar la acción disciplinaria
en contra del benefic¡ado con la prescripción. (¿)

"Es gue, si e, Estado no e¡erc¡ta potestad disc¡pl¡na
por el legislador, no puede después, invocando su
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ampliar dicho lapso prescripüvo sin violar el derccho del infractor, de exigir una pronta det¡nb¡ón
de su conducta. Es gue la potestad sancionatoria no puede quedar indel¡nidamente
abierta, hasta cuando la autoridad respect¡va la qu¡era ejercer, de ahi que el legislador
haya establecido un limite en el t¡empo -S años-. (¿)

'Si el debido proceso se aplica a toda clase de actuaciones, la obligación de adelantar los
procesos sin dilac¡ones injustiÍicadas también lo es. La jusücia impartida con pronütud y
eÍ¡cacia no sólo debe operar en ,os procesos penales ¿criminales-, s¡no en los de todo
orden, administrat¡vos, contravenc¡onales, disciplinarios, polic¡vos, etc,' (C-
2/t¿Y96) (Negtillas fuera del teno).

En materia de caducidad de la sanción adm¡nistraüva, el artículo 38 del C.C.A., al prever como
norma general un término de tres años para imponer la sanción, el que se cuenta a partir de la
ocurrencia del hecho que dio lugar a la ¡nvest¡gac¡ón; se está refiriendo a la decisión ejecutoriada
mediante la cual la adm¡n¡stración ejerc¡ó la facultad sancionadora, pues, ún¡camente el acto en
firme permite su ejecución, ya que los recursos, conforme al artículo 55 ibídem, se conceden en
el efecto suspens¡vo.

La anter¡or ¡nterpretación guarda armonía con la prev¡s¡ón del artÍculo 248 superior, en el senüdo
de que únicamente la sanción en firme consütuye antecedente en todos los órdenes legales.
D¡c¿ la norme:

'A¡lículo 248. Únicamente las condenas prcferidas en sentencias judiciales en forma def¡nitiva
t¡enen la calidad de antecedentes penales y contravencbnales en todos los ódenes legales".

Sobre la apl¡cab¡l¡dad del precepto constituc¡onal a los procesos administrativos sancionatorios,
vale citar lo expuesto en la senlencia profer¡da dentro del proceso 4958:

En concordancia con la norma superior transcrita,la ley 7U de 2002 (artículo 174), considera
como antecedente d¡sc¡pl¡nar¡o para efecto del registro unif¡cado de sanc¡ones, las providencias
ejecutoriadas y las inhabilidades v¡gentes. Con fundamento en el princ¡p¡o de conservac¡ón del
Derecho, la Corte Const¡tuc¡onal declaró la exequib¡lidad condicionada del inciso final del citado
artículo 174, "en el entendido de que sólo se incluitán en las ceñificaciones de que trata dicha
disposición las providencias ejecutoriadas dentrc de los c¡nco (5) años anterbres a su
expedición y, en todo caso, aguerras que se rÉtfieren a sanc,bnes o inhab¡l¡dades que se
encuentren vigentes en dicho momentoa3

Lo anter¡or debe entenderse acorde con la prev¡s¡ón del artículo 29 de la Carta, en el sentido de
que sólo el fallo ejecutoriado puede desvirtuar la presunción de inocencia. Principio de
apl¡cac¡ón obl¡gatoria no sólo en el proceso penal, s¡no en todas las actuaciones adm¡n¡strat¡vas
en que se qeza la facultad punitiva del Estado, tal como lo reconoce la jurisprudencia
constituc¡onal al señalar:

'El derecho fundamental que tiene toda persona a que se prcsuma su inocenc¡a, m¡entras no
haya sido declarada rcsponsable, se encuentra consagmdo en nuestrc Odenamiento
Constitucional en el attículo 29, en eslos léminos: ¿Toda persona se presume inocente
mientras no se le haya declando judicialmente culpable ¿, lo que signif¡ca que nadie puede ser
culpado de un hecho hasta tanto su cylpabili#d no
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'Conviene tener en cuenta, además, gue es regla común del detecho sancionatorto que
a nadie se le puede considerar sancionado o penalizado mientras la prcv¡dencia
respectiva no esté en f¡rme, pincip¡o que aparcre implícito en el artículo 248 de la Cana, en
tanto prescribe que ¿ún¡camente las condenas prcferidas en sentencias judiciales en forma
det¡nitiva tienen la cal¡dad de antecedentes penales y contnvenc¡onales en todos /os órdenes
legales ¿". (Negdllas fuera del texto)1z.
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5. OECLARATORIA DE OFICIO OE LA CADUCIDAD

En este punto es procedente traer a colación el concepto No. 313 de 1989, en el que ésta Sala
prec¡só las d¡ferenc¡as entre las noc¡ones de caducidad y prescr¡pc¡ón, que resultan útiles para
definir la v¡ab¡l¡dad jurídica para que la administración declare de oficio la caducidad en los
procesos sanc¡onatorios que dentro de los tres (3) años previstos en el artículo 38 del Código
Contencioso Adm¡nistrat¡vo, no cuenten con una dec¡s¡ón ejecutor¡ada.

'La diferencia esencial entrc la caducidad y la presñpc¡ón coasrbfe en que la primera atañe
a la acción y la segunda a la pretensbn; aquella se ref¡ere al término prescrito por la ley
para acudir a Ia ¡u sd¡cción y ésta al necesaio para adquirir o extingu¡r un prctendido
derccho.

'El término de caducidad es de orden público. Oirpuesfo por la ley, se cumple
inexorablemente y no puede ser suspendido, rcnunciado o pronogado pot voluntad de un
part¡cular.

"La prescripción, por el contrario, puede o no ser alegada; es posrb/e Bnunciaña, suspendeda
o interumpida y, en cuanto al fondo, su finalidad consiste en adqu¡rir o extinguir un derccho. La
prcscipc¡ón, a d¡ferencia de la caducidad, no es proc€sa, r,¡ de orden públi@, sino pañicular y
rclat¡va al fondo de la contrcvers¡a.

'En los procesos disciplinarios sólo es posible la caducidad de la acción, comúnmente
conocida como prescripción, que se cumple con la terminación del plazo prescrito por la
ley para adelantar y definir la investigación disciplinaria.

'E ofros térm¡nos, /os procesos disciplinarios tienen exclusiva f¡nal¡dad de inte,és s@¡al y
mediante ellos no se contrcvieften sobre de¡echos pa ¡culares que pud¡eren prescib¡r. En ellos
só/o es pos,'bre /a caducidad de la accón. " (Resalta la Sala).

Siendo la caducidad una institución de orden públ¡co, a través de la cual, el legislador establece
un plazo máximo para el ejerc¡c¡o de la facultad sancionadora de la administración, que tiene
como final¡dad armon¡zar d¡cha potestad con los derechos constitucionales de los
admin¡strados, no hay duda que su declaración procede de oficio. No tendría sentido que, si en
un caso específico, la administración adv¡erte que ha operado el fenómeno de la caducidad, no
pudiere declararla de oficio, y a sab¡endas continúe con la actuac¡ón que finalmente, culm¡nará
en un acto v¡ciado de nulidad por falta de competencia temporal de la autoridad que lo em¡te."

En descenso al presente caso, el Proceso Administrativo Sancionatorio Fiscal No.
343 se apertura el día 28 de enero de 2013 por la supuesta incons¡stencia en el
reporte de la información de la alcaldía munic¡pal de Salamina, al m¡grar la
información a la plataforma SlA, dicha información corresponde al reporte del
segundo tr¡mestre del día 1 0 de julio de 2012, luego entonces el trámite del proceso
y su dec¡sión de fondo con la deb¡da notÍficación al sanc¡onado debía darse hasta
el 09 de julio de 2015.

I
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Este principio tiene aplicación no sólo en el enju¡ciamiento de conductas delicüvas, sino
también en todo el ordenamiento sancionador ¿disciplinario, adm¡n¡strativo,
contravenc¡onal, etc.-, y debe ser respetado por todas las autoridad* a quienes compete
ejercitar la potestad punitiva del Estado. (¿) (Destacado fuera del texto). (C-24486. citada
en al fallo C-556/01).

l ar:¿ 4.)



CGM

.,,r.ti,

t--.¿¿ ¿r4*-u 4.4¿L

CONTMLORÍA
GDIYERAL

DEPARTAtrIEN.TO DEL
iIACDALEITA

RESOLUCTÓN N o. rOO-22-229

OFICINA ¡UNÍO¡CE
FECHA3 03 DE AGOSTO DE 2016

Por esta razón, observa el Despacho, que opero el fenómeno de la caducidad, el
cual se produjo antes de em¡t¡r decis¡ón de fondo y dicho aspecto no fue planteado
por el interesado, luego lo pertinente es declarar de oficio la presencia de dicho
fenómeno, sin que haya lugar a emitir decisión de fondo en torno a los
cuestionamientos planteados por la Contraloría Auxiliar para el Control Fiscal al
determinar el hallazgo que d¡o origen al presente proceso, pues la pérdida de la
potestad de la facultad sancionatoria del Estado implica que la administración no
puede actuar a partir de ese momento.

En mérito de lo anteriormente expuesto el jefe de la oficina jurídica;

RESUELVE:

ARTíCULO PRIMERO: Declárese la caducidad de la potestad sancionatoria de la
Contraloría General del Departamento del Magdalena para sancionar al doctor
JOSE RAFAEL SCOPETA OROZCO, identificado con la cedula de ciudadanía No.
7.482.956 en su condición de Alcalde del Municipio de Salamina - Magdalena, de
conformidad con la parte motiva de la presente Resolución.

ART¡CULO SEGUNDO: En consecuencia, ordenar el ARCHIVO definitivo del
Proceso Administrativo Sancionatorio Fiscal No.343 a favor del doctor JOSE
RAFAEL SCOPETA OROZCO, identificado con la cedula de ciudadanía No.
7.482.956 en su condición de Alcalde del Municipio de Salamina- Magdalena, de
conformidad con la parte motiva de la presente Resolución.

ART¡CULO TERCERO: Notificar personalmente la presente decisión al interesado
de confonnidad con el artículo 67 del C.P.A.C.A.

ARTíCULO CUARTO: Contra la presente decisión no procede recurso alguno.

NOflF¡QUESE Y CÚMPLASE

E AROO CHI ACU
efe Oficina Jurid

Elsborado por: llanuel B¿rros llejfa t 
-,/-rtAr.!, to'8o: Proresional universitsrio
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